JURISPRUDENCIA 

Impuesto de sellos. Nulidad. Incumplimiento del debido proceso. Multa: prescripción de la misma. Base imponible: impugnación. Intereses: ilegalidad. Responsabilidad solidaria atribuible a los representantes del momento de acaecido el hecho imponible. Se deja sin efecto la multa. Ashira S.A., T.F.A.-P.B.A., Sala III, 19/5/09.

AUTOS Y VISTOS: el Expte. 2306-0079068, año 2003, caratulado “Ashira S.A.”; y
RESULTANDO:

Que en las presentes actuaciones la ex Dirección Provincial de rentas, ha determinado las obligaciones fiscales de la firma del epígrafe de acuerdo con lo dispuesto en el art. 101 del Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires –Ley 10.397– t.o. en 2004, al haberse constatado la omisión del cumplimiento de la obligación fiscal, respecto del impuesto de sellos, con relación a los siguientes instrumentos:

1. Contrato de locación de servicios para la recolección de residuos, barrido de calles, levantamiento de lo producido y montículos domiciliarios en la localidad de San Pedro suscripto del 15 de abril de 1994 (fs. 30/32).

2. Contrato de locación de servicios de seguridad y vigilancia en la localidad de Junín (fs. 73/75). De este modo, mediante la Res. determinativa y sumarial 1.384 del 14 de diciembre de 2004 (fs. 478 y ss.) se determinaron diferencias a favor del Fisco por la suma de pesos veintinueve mil setecientos cuarenta y tres con tres centavos ($ 29.743,03) y se aplicó una multa del diez por ciento (10%) del monto omitido, al haberse constatado la infracción prevista en el art. 53 del Código Fiscal, t.o. en 2004. Asimismo, se establece la responsabilidad solidaria con el contribuyente por el pago de las sumas determinadas de los Sres. Eduardo Manuel García, Enrique Schreker, Alicia M. Acuña por el período 2001, Mark Perrin Lowrey, Luis David Rodriguez Terol, Roxana Kahale, Jhon Stankiewicz y Eduardo Manuel García por el período 1999; Eduardo Manuel García y Carlos Scarpatti por el período 1994.

Que a f. 684 Mario Leyra –en quien ha quedado unificada la personería de Ashira S.A. y los responsables solidarios enumerados en el art. 2 de la resolución apelada– presenta el recurso de apelación previsto en el inc. b) del art. 104 del Código Fiscal –Ley 10.397–, t.o. en 2004 y concordantes de años anteriores.

Que a f. 745 se elevan las presentes actuaciones a esta instancia, adjudicándose, a la Vocalía de la 7ª nominación a cargo de la Dra. Mónica Viviana Carné. Mediante providencia de f. 748 se intima al letrado para que justifique la personería de la totalidad de las personas que se presentan, providencia que es notificada a las partes por cédulas obrantes a fs. 749 y ss.

Que a f. 754 se presenta Roxana M. Kahale en su carácter de directora de la empresa confirmando la unificación de personería efectuada. Que no habiéndose justificado la personería invocada respecto de Luis David Rodriguez Terol, se lo tiene por no presentado mediante providencia de f. 775.

Que a f. 779 se dispone el traslado de ley a la Representación Fiscal (art. 111 del Código Fiscal, t.o. en 2004 y concordantes de años anteriores), quien formula su contestación de agravios a f. 784.

Que a f. 193 en virtud de lo dispuesto por el art. 114 del Código Fiscal, t.o. en 2004, se dispone una medida para mejor proveer. Sustanciada la misma, a f. 801 se llama autos para sentencia, providencia que notificada a las partes se encuentra consentida, por lo cual la causa se encuentra en estado de ser resuelta.

Y CONSIDERANDO:

I. En primer lugar el apelante plantea la nulidad del acto determinativo fundada en tres cuestiones. La primera por entender que el Fisco no ha dado cumplimiento a lo previsto en el art. 103 del Código Fiscal en lo que concierne al período fiscal, la base imponible y el impuesto determinado. Sostiene que A.R.B.A. si bien señala las particularidades de los instrumentos no menciona en el acto determinativo la “ecuación matemática de los tiempos considerados y que años comprende (meses inclusive y días), como asimismo el impuesto determinado en cada una de los ajustes, ya que tan solo en la parte resolutiva art. 5 se establece que la diferencia de impuesto suma en total pesos veintinueve mil setecientos cuarenta y tres coma tres ($ 29.743,3)” (sic) agraviándose que el acto debe bastarse a sí mismo.

La segunda causal de nulidad la apoya en el incumplimiento del debido proceso legal, toda vez que la Administración Tributaria no dictó la Resolución de Cierre del procedimiento determinativo. Afirma que el contribuyente no tuvo posibilidad de defensa en juicio al no ser notificado de varias resoluciones que podrían haber sido apeladas, violándose palmariamente el debido proceso legal.

La tercera cuestión, se refiere también al incumplimiento de dicho principio constitucional ya que al iniciarse el procedimiento sumarial se aplica la multa. Cita el art. 18 de la C.N.

Por otra parte se agravia respecto de la extensión de responsabilidad solidaria, sostiene que el Fisco no avala sus dichos con pruebas. Afirma que corresponde atribuir responsabilidad solidaria a los directores la firma activos en los años 1994 y 1998, ya que fueron en los que acaecieron los hechos imponibles del los instrumentos glosados a las actuaciones.

Asimismo, alega que dicha responsabilidad no opera de pleno derecho, sino que es necesario demostrar el incumplimiento del deudor principal y agrega: “Ashira está ejerciendo un derecho legítimo reconocido por ambas Constituciones nacional y provincial y no se evidencia que incumplirá la resolución final que recaiga sobre su responsabilidad como agente de Recaudación que la determinación no se encuentra firme y exigible”.

Bajo el acápite de “Inconstitucionalidad de la extensión de responsabilidad solidaria prevista en el Código Fiscal” manifiesta que la responsabilidad solidaria no es de tipo objetiva, sino que depende de la actuación de cada uno, por incumplimiento de los deberes del responsable, por lo que debe ir unida al principio de excusión. Alega que en particular en el caso del contrato concertado con la Municipalidad de San Pedro, la obligación del pago le correspondía al municipio. Por lo tanto, estima que los directores se hallan en estado de indefensión, causándoles un perjuicio irreparable, no sólo económico sino también moral. Asimismo estima que se encuentran afectados los principios fundamentales del la Constitución Nacional: defensa en juicio, no confiscatoriedad y protección a la propiedad privada, por ello deja planteada la inconstitucionalidad de la norma.

Plantea la prescripción de las acciones del fisco para exigir el cumplimiento de la obligación fiscal que se reclama en las presentes actuaciones. Cita la C.N. para sostener que a los estados provinciales les está vedado fijar plazo de prescripción ya que ello es atribución exclusiva del Congreso Nacional. Alega que la prescripción es un modo general de extinguir las obligaciones, siendo entonces de aplicación supletoria el Código Civil. Reseña el precedente de la C.S.J.N. en autos “Filcrosa S.A. s/quiebra ...”. Invoca las disposiciones del Código Civil y afirma que no ha ocurrido ningún hecho interruptivo o suspensivo de la prescripción, por lo cual, estima que en el caso la acción se encuentra prescripta.Señala que la resolución apelada se remite a la novación de deudas impuesta en el ámbito provincial y al respecto sostiene que la misma fue dispuesta de modo unilateral por el estado provincial, ha sido declarada inconstitucional por los tribunales contenciosos administrativos y ha sido derogada por Ley 13.244. Desconoce las disposiciones del Código Fiscal en cuanto establecen que los plazos de la prescripción de la acción no comienzan a correr hasta tanto el Fisco no tome conocimiento al no encontrarse previstas en el Código Civil. Sin perjuicio de ello, señala que la Municipalidad es agente de recaudación del Impuesto y que, por otra parte, al realizarse la contratación por licitación pública ello implica por lo menos dos publicaciones en el Boletín Oficial. De este modo, destaca la publicidad de contratación dada por las partes intervinientes en la misma, cita la Ley Orgánica de las Municipalidades en abono a su postura. Señala que la Ordenanza del Concejo Deliberante de San Pedro aprobó el pliego, bases y condiciones del llamado de fecha 18 de febrero de 1994 y reseña las diversas normas a través de las cuales se llevo adelante el proceso para destacar que por Dto. 147 del 14 de abril de 1994 se adjudicó la contratación a Ashira. Por ello, considera que el Fisco no puede desconocer la existencia de la contratación. Por lo expuesto solicita se revoque el acto determinativo dictado.

En cuanto a la cuestión de fondo, se agravia por las generalizaciones que, a su criterio, realiza A.R.B.A. impugna la determinación de la base imponible del gravamen en los contratos involucrados por no haberse expuesto el cómputo del tiempo y señalado el mes. Resalta que en el contrato concertado con El Fortin Seguridad S.A. la base imponible debió ser determinada considerando la duración del convenio que es de ciento ochenta días ya que no ha sido renovado.

Respecto de la sanción aplicada, también invoca la prescripción de la misma. Por otra parte se pronuncia respecto de la culpablidad de la figura prevista en la legislación fiscal citando fallos de la C.S.J.N., invocando la figura del error excusable al considerar el carácter conflictivo en la aplicación de las normas tributarias. De este modo, reitera que siendo el Municipio de San Pedro una de las partes contratantes éste debió exigir el pago del impuesto. En cuanto al contrato concertado con El Fortín Seguridad S.R.L. invoca el principio de insignificancia o bagatela.

Finalmente se agravia por la ilegalidad de los intereses previstos en el art. 86 del Código Fiscal, atento que los mismos encubren un anatocismo no normado y una sanción encubierta o virtual. Cita jurisprudencia en abono a su postura.

II. Que a su turno la Representación Fiscal se opone al progreso del recurso. En primer lugar, señala que la determinación impositiva llevada a cabo por esa Administración se ha ceñido en todas sus etapas a la normativa fiscal aplicable, se ha desarrollado enmarcada en la legalidad y respetándose en todas y cada una de sus instancias el debido proceso, manteniéndose inalterablemente resguardado el derecho de defensa del contribuyente y los responsables solidarios.

Advierte que los argumentos en los que el contribuyente basa la pretensa nulidad, constituyen en su mayoría, meras disconformidades con el criterio fiscal. Cita jurisprudencia de este Cuerpo.

En cuanto a la supuesta falta de firmeza de la resolución de cierre del procedimiento al momento de dictarse la resolución determinativa, considera que no tiene asidero alguno el argumento, puesto que el plazo establecido en la norma, que el propio contribuyente cita hace al lapso que la autoridad tributaria tiene para realizar el despacho. Por lo tanto si el Fisco decide no hacer uso de ese plazo, sólo a éste ‘perjudica’ la brevedad del tiempo empleado para su dictado, no afectando por tanto al derecho de defensa del aquí apelante, recordando el carácter irrecurrible del acto en cuestión.

Respecto al planteo de prescripción, reitera los fundamentos expuestos en el acto apelado relativos a la novación dispuesta por el art. 48 de la Ley 12.397, y cita antecedentes de esta Sala.

Asimismo, señala que el Código Fiscal es un ordenamiento de derecho sustantivo, no meramente formal o procesal, que puede regular sus institutos en forma particular, sin sujeción a ninguna otra ley de fondo. Sostiene que se trata de una facultad que la provincia de Buenos Aires se ha reservado al momento del dictado de la Constitución Nacional, y que se encuentra plasmada en el art. 103, inc. 1 de su Carta Magna, en cuanto se reserva el derecho de establecer impuestos y contribuciones; lo cual le da lugar, por elementales razones de coherencia, a determinar el plazo prescriptivo de tales obligaciones. Aduce que las normas del derecho común sólo resultan aplicables ante la inexistencia de una norma fiscal que rija la materia, por vía del art. 6 del Código Fiscal en cuanto el derecho tributario se encuentra informado por principios específicos. Cita jurisprudencia, para afirmar que en el marco del art. 120 del Código Fiscal, esa autoridad de aplicación toma conocimiento del contrato celebrado con la Municipalidad de San Pedro de fecha 15 de abril de 1994 con el inicio de las actuaciones administrativas Expte. 2306-657.593/02 conforme surge del desglose de documentación obrante a f. 59. Sostiene que a partir de esa fecha (año 2002) el Fisco toma conocimiento de su existencia, comenzando entonces a correr el plazo de la prescripción el 1 de enero del año siguiente. Por lo que no resulta de aplicación la Ley 12.397 citada por la agraviada.

Asimismo resalta que de la documentación acompañada no surge que el contrato en cuestión haya sido publicado en el Boletín Oficial de la provincia de Buenos Aires, ni que tal publicación se ordene en el decreto de adjudicación acompañado y agrega que la notificación de la resolución determinativa apelada genera la causal suspensiva prevista por el art. 122, inc. a), Código Fiscal (t.o. en 1999, actual 135 en el t.o. en 2004), al contener dicho decisorio la pertinente intimación administrativa de pago. Señala que en cuanto a la inconstitucionalidad de las Leyes 12.397 resulta una materia vedada al análisis en la presente instancia.

Respecto a la cuantificación del tributo, observa que la irrazonabilidad alegada en el mecanismo de cálculo empleado por esa autoridad de aplicación para determinar la base imponible del impuesto, constituye un extremo que debe necesariamente acreditarse por medios idóneos aportados por el apelante, circunstancia ésta que no ha sido probada en autos.

A su vez, con relación a la aplicación de intereses, cita jurisprudencia en abono a su postura. En cuanto a los agravios referidos a la responsabilidad solidaria por el pago de la deuda determinada, reitera la imposibilidad de plantear la inconstitucionalidad de las normas tributarias por aplicación del art. 12 del Código Fiscal, y se resalta que esa Administración se ha limitado a cumplir los distintos pasos procesales dispuestos por las normas aplicables. Agrega que el accionar probatorio requerido por la ley fiscal se encuentra ausente en el recurso bajo tratamiento y que mal podrían negarse las facultades y deberes de los directores, que surgen descriptos pormenorizadamente en el propio estatuto social (ver fs. 159 y ss.). Cita jurisprudencia de esta Cuerpo.

En respuesta al agravio referido a la multa impuesta, sostiene que en la infracción tributaria penada, la ausencia de intención resulta irrelevante en la especie. Transcribe antecedentes judiciales. En cuanto al error excusable, destaca que la firma de autos no ha probado su imposibilidad en el cumplimiento de su obligación, ni error alguno, por cuanto el mismo se limita a efectuar una interpretación conveniente a sus intereses. Por lo expuesto, la Representación Fiscal, solicita se confirme la resolución recurrida en todos sus términos.

III. Voto de la Dra. Mónica Viviana Carné:

Que en atención a los agravios expresados por el apelante, en primer lugar debe ser analizado el pedido de nulidad incoado contra la resolución determinativa dictada en las actuaciones, ya que de la resolución del mismo dependerá el tratamiento de los restantes agravios. Bajo tal inteligencia corresponde alterar el orden de los agravios esgrimidos.

Consecuentemente con ello, corresponde analizar si el acto que ahora se impugna ha dado cumplimiento al debido proceso legal. Debe recordarse que Código Fiscal establece que vencido el plazo del período probatorio, o desde que se declare la causa de puro derecho por inexistencia de pruebas o resultar éstas manifiestamente improcedentes, la autoridad de aplicación declarará cerrado el procedimiento en el plazo de tres días a contar desde entonces, notificando tal resolución al contribuyente o responsable y deberá dictar resolución determinativa de oficio o aceptar el criterio del obligado, en el término de diez días, a contar desde la última fecha.

En este contexto debe recordarse que, como reiteradamente lo ha sostenido este Cuerpo, el objetivo de las nulidades es el resguardo de la garantía constitucional de la defensa en juicio, debiendo acreditarse en cada caso el perjuicio concreto de ese acreditada la representación y unificada la personería, en el art. 3 por presentada determinativo y sumarial. Por su parte, los artículos subsiguentes determinan la obligación fiscal y sus accesorios, aplican la multa, establecen la responsabilidad solidaria con el contribuyente de los directores de la firma, intiman al cumplimiento de la obligación determinada, anotician al contribuyente de los efectos de la no presentación de los recursos previstos y se dispone la notificación del acto. Por lo cual el Fisco ha dictado en forma conjunta la resolución de cierre del procedimiento y la resolución determinativa y sumarial, actos que han sido notificados en forma fehaciente al contribuyente y sus directores involucrados. Razones de economía procesal, seguramente, han motivado dicho accionar. Por otra parte, la norma fiscal únicamente prevé la recurribilidad de la resolución determinativa (arts. 135 del Código Fiscal, t.o. en 2004). En atención a lo expuesto; se advierte que el sujeto pasivo ha podido válidamente ejercer sus derechos en esta instancia con la interposición del recurso de apelación traído a esta alzada, con lo cual no se evidencia la existencia de perjuicio alguno.

Las nulidades no pueden decretarse para satisfacer un interés teórico, sino únicamente cuando ellas hayan redundado en un perjuicio positivo para el derecho de quien las solicita. Lo contrario sería declarar la nulidad por la nulidad misma. Concordantemente con ello, se ha sostenido que para que proceda la nulidad es necesario que la violación y la omisión de las normas procesales se refieran a aquellas de carácter grave y solemne, influyendo realmente en contra de la defensa. En tal sentido, tanto la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires como la Corte Suprema de Justicia de la Nación en repetidas oportunidades han declarado que la existencia del perjuicio debe ser concreta y debidamente evidenciada (S.C.B.A., LL. T. 70, pág. 587 y “Fallos”: 262: 298) (T.F.A.B.A., Sala I, en “Aritardo Pérez Iride” del 24 de julio de 2004).

Por otra parte, el ejercicio del derecho de defensa implica la posibilidad efectiva de ocurrir ante algún órgano jurisdiccional en procura de justicia y de realizar ante el mismo todos los actos razonablemente encaminados a una cabal defensa de sus derechos en juicio, ello conlleva el derecho a ser oído y de articular las pruebas en que pretende fundarlo, y prohíbe colocarlo en estado de indefensión. (Linares Quintana citado por Bidart Campos, Germán. “Derecho Constitucional”, T. II, pág. 487, Ed. Ediar, Buenos Aires, 1966).

En el caso, se observa que en los arts. 1 y 2 del acto apelado se tiene por acreditada la representación y unificada la personería, en el art. 3 por presentada la prueba documental mientras que el art. 4 declara cerrado el procedimiento determinativo y sumarial. Por su parte, los artículos subsiguentes determinan la obligación fiscal y sus accesorios, aplican la multa, establecen la responsabilidad solidaria con el contribuyente de los directores de la firma, intiman al cumplimiento de la obligación determinada, anotician al contribuyente de los efectos de la no presentación de los recursos previstos y se dispone la notificación del acto. Por lo cual el Fisco ha dictado en forma conjunta la resolución de cierre del procedimiento y la resolución determinativa y sumarial, actos que han sido notificados en forma fehaciente al contribuyente y sus directores involucrados. Razones de economía procesal, seguramente, han motivado dicho accionar. Por otra parte, la norma fiscal únicamente prevé la recurribilidad de la resolución determinativa (art. 135 del Código Fiscal, t.o. en 2004). En atención a lo expuesto; se advierte que el sujeto pasivo ha podido válidamente ejercer sus derechos en esta instancia con la interposición del recurso de apelación traído a esta alzada, con lo cual no se evidencia la existencia de perjuicio alguno.

Por otra parte, no le asiste razón al apelante en cuanto sostiene que al iniciarse el procedimiento determinativo de oficio se ha aplicado la multa. De la lectura del art. 2 de la resolución de inicio surge que en esa instancia se instruyó el sumario de acuerdo con lo dispuesto por los arts. 59 y 60 del Código Fiscal, t.o. en 2004 y cc. de años anteriores (f. 332), aplicándose la multa luego de ponderadas las defensas esgrimidas en oportunidad del descargo presentado, respetándose de este modo, el principio de inocencia y debido proceso legal.

Finalmente, tampoco puede prosperar la pretensa nulidad de los actos dictados por insuficiencia de los mismos. Ello es así porque de su lectura se observa que el fisco identifica aquellas cláusulas contractuales que ha tenido en consideración para determinar el quantum de la obligación tributaria con cita a doctrina y la legislación aplicable en la materia. Por otra parte, del art. 1 de la resolución de inicio se advierte que forman parte integrante del acto administrativo el F. R-151 el cual, ha sido debidamente notificado al contribuyente y demás responsables (conforme surge del F. R-132 de f. 433 y ss.). Que en dicha pieza se expresa numéricamente la liquidación efectuada. Por lo cual, de las constancias obrantes en autos se observa que el apelante ha podido conocer de modo certero el criterio del organismo fiscal como la operación aritmética que este ha efectuado a fin de determinar el impuesto. De este modo ha podido esgrimir los agravios que estimó que hacen a su derecho como ofrecer la prueba en que apoya los mismos.

Por lo expuesto, la nulidad invocada no puede prosperar, lo que así se declara.

De este modo, corresponde la consideración de la última cuestión previa alegada, esto es la prescripción de las acciones fiscales para determinar y exigir el pago de la obligación fiscal que se reclama en las presentes actuaciones.

Se estima pertinente señalar que al momento del hecho imponible se encontraba vigente el Código Fiscal –Ley 10.397, t.o. en 1994–, modificado por Ley 11.808 (B.O. 10/7/96), ley a la que se hace especial referencia en razón de las importantes modificaciones introducidas en materia de prescripción. Actualmente se encuentran vigentes los arts. 131 y 133 del Código Fiscal –Ley 10.397, t.o. en 2004–. El primero de ellos establece que el plazo de prescripción de las acciones y poderes del Fisco para determinar y exigir el pago de las obligaciones fiscales es quinquenal, mientras que el segundo en su cuarto párrafo establece que los términos de prescripción no correrán mientras los hechos imponibles no hayan podido ser conocidos por la Autoridad de Aplicación por algún acto o hecho que los exteriorice en la Provincia. Esta disposición, según el texto legal, es aplicable a las “obligaciones de carácter instantáneo”, referencia que debe interpretarse vinculada a la característica de instantaneidad en la configuración del hecho imponible del impuesto de sellos. Luego debe recordarse que se trata de un gravamen que recae sobre los actos, contratos y operaciones de carácter oneroso, que pueden reputarse conocidos por las partes contratantes pero no haber sido evidenciados ante el Fisco. Es esta la razón por la que el legislador ha previsto que, debe existir “algún acto o hecho que lo exteriorice en la provincia” a fin de que comience a correr el plazo de prescripción para exigir el pago del tributo (Gastronomica Calpe, sentencia del 14/7/05).

Conforme surge de las presentes actuaciones el contrato ha sido desglosado del Expte. 2306-0079068/03 caratulado “Ashira SA” (f. 59). En el mismo se determinaron obligaciones fiscales correspondientes al impuesto sobre los ingresos brutos, tramitando el recurso de apelación interpuesto ante esta Sala. De este modo, en este último expediente se verifica que el Fisco tomó conocimiento del instrumento en cuestión en el año 2003, a estos efectos se ha dispuesto que se agregue copia de las actas R-078 N° 0137781 del 9/5/03, R-054 del 14/5/03 y R-078 N° 0137782 del 21/5/03, las cuales fueron certificadas por la Secretaría.

En virtud de ello, en el caso, el contrato concertado con la Municipalidad de San Pedro ha quedado exteriorizado en el momento en que el mismo es exhibido a los inspectores actuantes, esto es en el año 2003. A partir de esa fecha A.R.B.A. toma conocimiento de su existencia, comenzando entonces a correr el plazo de la prescripción el 1 de enero del año 2004.

Al respecto debe tenerse presente que conforme surge de nuestra legislación local los Municipios son entes autárquicos del Gobierno provincial, y de este modo se encuentran legalmente facultados para por sí solos efectuar las contrataciones que estimen necesarias para el cumplimiento de sus fines. Por lo cual no existe motivo alguno para que el Fisco provincial tenga posibilidad de tomar conocimiento del instrumento al momento de su concertación.

La parte apelante, intenta desvirtuar la postura fiscal afirmando que al realizarse la contratación por licitación pública ello implica por lo menos dos publicaciones en el Boletín Oficial. No obstante lo cual, de la medida para mejor proveer que se ha sustanciado en esta instancia surge que ello no ha ocurrido. A f. 800 la Dirección de Contaduría de la Secretaría de Economía, Hacienda y Coordinación de la Municipalidad de San Pedro informa que “no ha publicado en el Boletín Oficial de la Provincia de Buenos Aires el Dto. municipal 147 de adjudicación, a favor de Ashira SA ... dado que no existe norma legal (...) que obligue a ello”. De este modo, el único hecho que fehacientemente se encuentra acreditado en autos, como exteriorizando el instrumento es su agregación a las actuaciones administrativas.

Así las cosas, corresponde señalar que la Ley 13.529 incorpora la última parte del art. 133, el cual establece que el impuesto no resultará exigible, cuando al momento de la exteriorización hubieran transcurrido más de diez años contados a partir del 1 de enero del año siguiente a la realización de los hechos imponibles. Si bien esta norma se encuentra vigente desde el 4/10/06, no resulta aplicable al caso, toda vez que el contrato se celebró el 15 de abril de 1994 y el hecho que lo exterioriza acaeció en el año 2003, sin que hayan transcurrido los diez años indicados en la disposición mencionada.

En virtud de lo expuesto y de acuerdo a las normas jurídicas citadas, la prescripción de la acción para exigir el cumplimiento de la obligación fiscal respecto del contrato celebrado entre Ashira S.A. y Municipalidad de San Pedro ha comenzado a correr el 1 de enero de 2004, toda vez que la Autoridad de Aplicación tomó conocimiento del mismo en el año 2003 (art. 133 del Código Fiscal, t.o. en 2004), conforme constancias obrantes en autos. Dicha acción no se encontraba prescripta al 30/12/04, última fecha de notificación de la Res. 1.384/04, por lo que la prescripción invocada no puede prosperar, lo que así se declara.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 12 del Código Fiscal, t.o. en 2004, en atención a como se resuelve la cuestión, no resulta atendible el planteo de inconstitucionalidad del plazo de prescripción previsto en la ley fiscal. Asimismo, conforme lo sostiene la Representación Fiscal no resulta aplicable al caso la novación establecida en la Ley 12.397, toda vez que el término de prescripción de la acción fiscal comenzó a correr con posterioridad a la fecha prevista en la misma.

No obstante lo expuesto, y frente al interrogante de si la provincia de Buenos Aires posee facultades para regular el inicio del plazo de prescripción apartándose del Derecho Civil; someramente deben realizarse las siguientes consideraciones. El respeto al sistema federal de gobierno establecido en nuestra Constitución Nacional nos obliga a dejar sentado que la provincia se ha reservado para sí, las facultades impositivas y las mismas no podrían ser efectivamente ejercidas si el Estado Local no posee poderes suficientes para crear la obligación fiscal como para establecer su extinción. Es doctrina del Tribunal Cimero que “de acuerdo con la distribución de competencias que emerge de la Constitución Nacional, los poderes de las provincias son originarios e indefinidos (art. 121), en tanto que los delegados a la Nación son definidos y expresos (art. 75) (Fallos: 304:1186, entre muchos otros)” (Fallos: 320:619, Considerando 7). Asimismo, no es objetable “la facultad de las provincias para darse leyes y ordenanzas de impuestos y, en general, todas las que juzguen conducentes a su bienestar y prosperidad, sin más limitaciones que las enumeradas en el art. 108 –hoy art. 126– de la Constitución; siendo la creación de impuestos, elección de objetos imponibles y formalidades de percepción, del resorte propio de las provincias, porque entre los derechos que hacen a la autonomía de ellas es primordial el de imponer contribuciones y percibirlas sin intervención de autoridad extraña (Fallos 7:373; 105:273; 114:282; 137:212; 150:419)” (Fallos: 235:571, entre muchos otros).

Por ello, si la facultad para legislar en materia de extinción de las obligaciones fiscales es ejercida por la Nación, ello puede significar un cercenamiento de las facultades locales traducido en una reducción de sus recursos públicos, desvirtuándose el sistema instaurado en el art. 1 de nuestra Carta Magna. En atención a ello, vale traer a colación las palabras del Dr. Casás quien al analizar antecedentes jurisprudenciales sostiene que “pretender que, además, las provincias, en el ejercicio de sus facultades privativas en cuanto a la imposición de contribuciones y a la manera de percibirlas, deben atenerse a las limitaciones que puedan surgir del Código Civil, importa hacer de este último código, sólo concerniente a las relaciones privadas, un Derecho supletorio del Derecho público, en este caso, del Derecho financiero; importa, asimismo, querer limitar el federalismo de la Constitución con el unitarismo del Código Civil, lo que es, desde luego, inaceptable, como doctrina general, habida cuenta de la preeminencia que tiene la Carta Fundamental sobre toda otra ley; sólo excepcionalmente, en la medida en que el Código Civil contiene principios o normas generales de Derecho rige también en el campo del Derecho público. La delegación que han hecho las provincias en la Nación para dictar los códigos de fondo, sólo significa que aquellas, en lo que respecta a los Códigos Civil, y de Comercio, han querido un régimen uniforme en materia de Derecho privado; y es seguramente excesivo interpretar que, además, han tenido la voluntad de limitar también las facultades de Derecho público de que no se desprendieron en beneficio de la Nación” (“in re” Sociedad Italiana de Beneficencia en Buenos Aires s/queja por rec. de inconst. denegado en: Sociedad Italiana de Beneficencia en Buenos Aires c/Dirección Gral. de Catastro de fecha 17/11/03).

Por lo expuesto, y de acuerdo a las constancias obrantes en autos las acciones de fisco para exigir el pago del Impuesto de Sellos correspondiente al contrato que la empresa ha concertado con la Municipalidad de San Pedro no se encontraban prescriptas al momento del dictado de la Res. 1384/04; lo que así se declara.

No ocurre lo mismo respecto de la sanción aplicada. La Corte Suprema de Justicia hace ya muchos años ha establecido que las multas no tienen carácter reparador porque han sido establecidas en la ley para prevenir y evitar la violación de sus disposiciones y no para reparar el daño, de ahí que su naturaleza sea penal. El tribunal cimero ha reconocido la aplicabilidad de los preceptos generales del Código Penal a la interpretación y juzgamiento de las infracciones del régimen tributario, en tanto sus normas no dispongan lo contrario o aquéllos resulten incompatibles con éste (doctrina de Fallos: 34:167; 46:370; 208:569; 212:64; 277:347; 281:297; 297:215). Bajo tales premisas, debe precisarse que el computo de la prescripción de la acción fiscal para aplicar la multa por omisión de impuesto no comienza a correr junto con la prescripción para exigir el pago del este último, el cuarto párrafo del art. 133 de la ley fiscal prevé un supuesto particular aplicable únicamente a las “obligaciones de carácter instantáneo y a los tributos de base patrimonial en cuanto infrinjan normas de índole registral”. Por ello, en atención a los principios consagrados en el art. 18 de la C.N. debe concluirse que el legislador ha decidido, en este supuesto, separar la exigibilidad del pago del gravamen con la sanción por el incumplimiento de su ingreso. En virtud de ello, el término de prescripción de la acción para aplicar la multa por el incumplimiento del pago del impuesto de sellos por la concertación del contrato celebrado con la Municipalidad de San Pedro, comenzó a correr el 1 de enero de 1995 encontrándose prescripta al momento del dictado del acto determinativo, de conformidad con lo dispuesto en el art. 131 y 133, segundo párrafo del Código Fiscal –t.o. en 2004–, lo que así se declara.

IV. Que sentado lo que antecede, corresponde abocarse al análisis de la cuestión de fondo traída a decisión de esta Alzada, y decidir si la resolución determinativa dictada se ajusta a derecho.

A tenor de los agravios esgrimidos en el escrito de apelación y las particularidades del contrato concertado con la Municipalidad de San Pedro corresponde precisar que las disposiciones de los artículos 268, 269 y 270 del Código Fiscal, t.o. en 2004 facultan a A.R.B.A. a exigir el pago del impuesto de sellos a Ashira S.A. En un caso similar esta Sala ha precisado que: “... la obligación tributaria no puede ser libremente dispuesta por las partes, en atención a ello y al principio de reserva de ley, cualquier cambio que opere respecto de ella debe venir impuesto por la ley. El principio de indisponibilidad de la obligación fiscal deriva de la ley, por lo tanto, únicamente puede ser modificada por el Poder Legislativo y nunca por el Poder Ejecutivo. Llevado al caso, el impuesto de sellos se origina en las disposiciones del Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires (... art. 228) y se encuentra obligado a su pago aquel sujeto respecto del cual se configure el hecho imponible (... art. 268). Por ello, la circunstancia que diversos organismos provinciales hayan intervenido en el trámite de la concertación del contrato en cuestión y que no hayan exigido el cumplimiento del pago del impuesto de sellos no significa que el Poder Ejecutivo haya dispuesto de dicha obligación resolviendo no reclamarla, simplemente porque ello le está vedado. Si bien dichos antecedentes deben ser considerados al momento de la aplicación de la multa, bajo ningún fundamento puede llevar a la conclusión que, pese haberse configurado el hecho imponible el impuesto no es debido. En definitiva, el accionar de ciertas dependencias del Poder Ejecutivo Provincial no pueden relevar al particular del cumplimiento de una obligación de interés público, ya que de ser así se estarían contrariando las disposiciones de los arts. 11, 25, 45, 103, inc. 1 de la Constitución Provincial y los arts. 16, 19, 4 y 122 de la Constitución Nacional” (esta Sala en Empresa Mariano Moreno S. A del 18/05/06), siendo dicho precedente plenamente aplicable al caso.

En cuanto a la determinación de la base imponible del impuesto de sellos de los contratos involucrados, conforme se expusiera, los antecedentes tenidos en cuenta por el fisco para establecer la misma se encuentran debidamente detallados en el acto recurrido. Sin perjuicio de ello, de fs. 30/32 en las que se agregó el contrato concertado con la Municipalidad de San Pedro se observa que el canon mensual pactado es de pesos noventa y dos mil cuatrocientos cuarenta y cuatro ($ 92.444) (cláusula 3) y el plazo de duración del contrato es de cicno años (cláusula 5). De este modo, la base imponible es de pesos cinco mil quinientos cuarenta y seis mil seiscientos cuarenta ($ 5.546.640) y el impuesto determinado de pesos veintisiete mil setecientos treinta y tres con veinte centavos ($ 27.733,20) toda vez que ha sido considerada la exención de pago del impuesto que la ley prevé para el Municipio (art. 273, inc 1 del Código Fiscal, t.o. en 2004). Respecto del contrato celebrado con El Fortín Seguridad S.A. en el art. 6 del mismo, las partes pactan que se abonará la suma de pesos tres con cincuenta centavos ($ 3,50) más I.V.A. la hora de servicio y se conviene un plazo de ciento ochenta días. Asimismo se acuerda que dicho plazo se renovará “automáticamente y sin necesidad de notificación alguna, por períodos similares hasta tanto se complete el plazo acordado en el contrato con la Municipalidad de Junín” (f. 74). Ha de tenerse presente que, aquello que la ley aprehende con el gravamen es la letra del contrato, toda vez que ello evidencia lo acordado por las partes al momento de la configuración del hecho imponible, siendo irrelevante lo que acontece con posterioridad (art. 234 del Código Fiscal, t.o. en 2004), por lo que el agravio referente a que el contrato no ha sido prorrogado, no puede prosperar por ser contrario a la ley fiscal. En virtud de lo expuesto, debe ser confirmada la determinación del impuesto de sellos realizada por la Autoridad Fiscal, lo que así se declara.

En cuanto al carácter de responsables solidarios con el contribuyente por el pago de la obligación fiscal y de la multa de los Sres. Eduardo Manuel García, Enrique Schreker, Alicia M. Acuña, Mark Perrin Lowrey, Roxana Kahale, Jhon Stankiewicz y Carlos Scarpatti –quienes se presentan como apelantes– corresponde precisar que el mismo se encuentra previsto en los arts. 17 y 20 del Código Fiscal (t.o. en 2004), siendo el art. 102 segundo párrafo el que establece el procedimiento para que el organismo fiscal haga exigible la misma.

Como reiteradamente ha sostenido este Cuerpo, las citadas normas permiten arribar a las siguientes conclusiones: 1. la ley fiscal identifica claramente qué sujetos responden por el pago del impuesto juntamente con el contribuyente; 2. es posible determinar la extensión de tal responsabilidad y cómo el imputado podrá eximirse de ella; 3. se encuentra indicado el tramite que ineludiblemente debe proseguir el Fisco para hacer efectiva la misma. De tal manera el presunto responsable solidario debe estar notificado desde el inicio del procedimiento –ya sea determinativo o sumarial–, cumpliéndose con dos objetivos esenciales, por un lado garantiza al Fisco el cumplimiento de la obligación fiscal y por otro le permite al responsable ejercer su derecho de defensa en sede administrativa, respetando el debido proceso legal.

La situación jurídica del responsable solidario está muy lejos de ser la de castigarlo por el no cumplimiento de la obligación tributaria por parte del contribuyente. No se lo obliga con finalidad correctora y/o represora, sino que, por el contrario, lo que se persigue solamente es garantizar el cobro del crédito fiscal. (Sala I en “Cía. Argentina Colombiana de Café S.A.C.I.I.F.” del 14/12/00 y en “Dispro-quim S.A.” del 29/6/01) Asimismo esta Sala ha expresado su opinión al precisar que en el plano local los responsables solidarios no son deudores subsidiarios, pues esta expresión supone una actuación condicionada a la actuación de la otra parte, lo que no ocurre: el responsable tributario tiene una relación directa y a título propio con el sujeto activo, de modo que actúa paralelamente o al lado del deudor, pero no en defecto de éste. El primer efecto de la solidaridad y lo que constituye la característica principal de ella es que el Fisco tiene facultad de demandar la totalidad de la deuda tributaria no ingresada a cualquiera de los deudores o a todos conjuntamente. (Sala III, “Trenes de Buenos Aires SA”, sentencia del 10/11/05).

Asimismo se ha señalado que probado el hecho de la representación, se presumen en el representante facultades con respecto a la materia impositiva, en tanto las obligaciones se generen en hechos o situaciones involucradas con el objeto de la misma, por ende en ocasión de su defensa el representante que pretende excluir su responsabilidad personal y solidaria deberá aportar elementos suficientes a tales fines (T.F.A., Sala C, “Molino Cañuelas S.A.”, del 16/11/98; C.S.J.N., “Monasterio Da Silva Ernesto”, D.F., T. XX, pág. 409).

Por otra parte, debe mencionarse que la ley fiscal resulta conteste con las prescripciones del orden nacional, así la Ley 19.550 en su art. 59 determina que los administradores y representantes de las sociedades deben obrar con lealtad y con la diligencia de un buen hombre de negocios; los que faltaren a sus obligaciones son responsables, ilimitada y solidariamente por los daños y perjuicios que resulten de su omisión, dicha responsabilidad se halla contemplada en el art. 274 para los directores de la sociedad anónima.

Ello nos lleva a concluir que la mencionada representación debe existir al momento del acaecimiento del hecho imponible del tributo reclamado, causa fuente de la misma. El responsable lo es solidariamente con el contribuyente por el cumplimiento de la obligación fiscal, de este modo el carácter de director de la sociedad debe haberlo detentando al momento de la concertación de los contratos comprendidos en la determinación. En el caso de autos, los instrumentos que motivaran el relamo fiscal fueron celebrados en los años 1994 y 1998. Por ello, no resulta ajustado a derecho lo resuelto por A.R.B.A. en el artículo 9 del acto impugnado ya que allí se establece la responsabilidad solidaria de los Sres. Enrique Schreker, Alicia M. Acuña por el período 2001, Mark Perrin Lowrey, Roxana Kahale, Jhon Stankiewicz por el período 1999. Por lo que dichos sujetos quedan eximidos de la responsabilidad solidaria que A.R.B.A. ha establecido a través de la Res. 1.384/04, lo que así se declara.

No ocurre lo mismo con el Sr. Eduardo Manuel García, toda vez que en las presentes actuaciones se encuentra debidamente acreditado que en su carácter de presidente de ASHIRA ha firmado el contrato suscripto con la Municipalidad de San Pedro (fojas 256).

Por ello, las facultades de decisión y disposición de fondos que le asigna el ente recaudador como principio sustantivo de la responsabilidad solidaria, hallan fundamento en el hecho que el obrar de la representada se ejerce por los representantes. Al existir una inversión del “onus probandi”, conforme el art. 20, Código Fiscal, t.o. en 2004, se pone en cabeza del responsable solidario la demostración de que su parte arbitró los medios necesarios para el posible cumplimiento de la obligación tributaria.

Que respecto de lo expuesto, este Tribunal tiene dicho que : “... para que exista eximente de responsabilidad por el hecho imponible del principal, los directores deben demostrar que el impuesto se ha generado respecto de hechos o situaciones para los que no está facultado, que ha sido colocado en la imposibilidad de cumplir, que no ha existido impuesto a cargo del representado o que existiendo procede alguna exención o exculpación”; “... la presunción de responsabilidad que la ley fija en cabeza de los directores, solamente podrá ser desvirtuada por prueba que éstos aporten y que demuestre positivamente que de su parte se realizaron las diligencias y/o acciones pertinentes al cumplimiento de la obligación ...” (Sala I en “Esso SAPA” sentencia del 10/5/01).

De las constancias documentales de autos no surge acreditado que el Sr. García haya exigido al sujeto pasivo del tributo los fondos necesarios para el pago de la obligación, ni ha demostrado su imposibilidad de cumplir, motivo por el cual la Sala considera ajustada a derecho la imputación de responsabilidad solidaria efectuada mediante el acto administrativo, correspondiendo rechazar el planteo formulado por el apelante, lo que así se declara. Que conforme surge del art. 9 de la Res. 1.384/04 el fisco no ha establecido responsabilidad solidaria alguna respecto del año 1998 en el cual se celebró el contrato entre la contribuyente y El Fortín Seguridad S.A.

Que por lo expuesto, el Sr. Eduardo Manuel García responde solidariamente con Ashira S.A. por el pago del impuesto de sellos por el contrato concertado con la Municipalidad de San Pedro el 15/4/94, con más los accesorios de conformidad con la prescripción legal, lo que así se declara.

Que con relación al agravio traído a esta instancia respecto de la multa por omisión que se le impusiera a la firma de marras, fijada en el diez por ciento (10%) del monto del impuesto dejado de oblar respecto del contrato concertado con El Fortín SA, esta Sala ha sostenido que la conducta punible consiste en no pagar o pagar en menos el tributo, concretándose la materialidad de la infracción en la omisión de tributo (doctrina de autos “Supermercado Mayorista Makro S.A.” de fecha 8/2/01). En materia de subjetividad, se exige un mínimo, posibilitándose la demostración de un error excusable de hecho o de derecho (conf. art. 53, C.F., t.o. en 2004) recayendo en el contribuyente la prueba de ausencia del elemento subjetivo, circunstancia no acreditada fehacientemente en autos. Por lo que corresponde confirmar la sanción aplicada, lo que así se declara.

En lo atinente a la inconstitucionalidad de los intereses establecidos en el art. 86 del Código Fiscal, t.o. en 2004 vale la remisión a precedentes de este Cuerpo en los que se sostuvo que: “el art. 75 del código de la materia (actual art. 86) que impone intereses resarcitorios, no punitorios como los califica el recurso, a efectos de restablecer el orden económico alterado por haber mantenido el contribuyente sumas en su poder después del vencimiento fijado para su ingreso, ello sin evaluar la conducta del moroso.” (T.F.A.B.A., en autos “Shell C.A.P.S.A.”, Sala III, Reg. Nº 85 del 21/12/01). Y en este marco, cabe recordar que nuestra Suprema Corte de Justicia, ha expuesto reiteradamente, “... Sabido es que la valiosa función del impuesto justifica que las leyes contemplen medios coercitivos para lograr la satisfacción oportuna de las deudas fiscales cuya existencia afecta de manera directa al interés de la comunidad porque gravitan en la percepción de la renta pública. Con ese propósito se justifica la aplicación de tasas de interés más elevadas lo que, por otra parte, no favorece a personas determinadas sino a la sociedad toda (C.S., “Fallos” 308:239) ...” (S.C.B.A., Ac. 72.785, del 13/3/02, en autos “Fisco de la Pcia. de Bs. As. c/Gutiérrez Jorge Constancio s/apremio”). Como también ha expresado que “...Debe rechazarse el planteo de inconstitucionalidad respecto de los altos porcentajes que en concepto de intereses resarcitorios liquida la ejecutante, pues su justificación se encuentra en la Res. S.I.P. 39/93 y en la Res. M.E. y O. y S.P. 459/96, que los fijan con el propósito de estimular “el cumplimiento en término de las obligaciones tributarias y previsionales”, y su desconocimiento o reducción importaría olvidar su naturaleza, la razón legal que los justifica, y el carácter que la Corte Suprema ha asignado a normas similares ...” (C.S.J.N., O. 38. XXXVII. Obra Social para la Actividad Docente c/Chaco, provincia del s/ejecución fiscal). Por lo que, la pretensión fiscal debe considerarse ajustada a derecho, lo que así se declara.

Que en tal sentido dejo expresado mi voto.

Voto de la Dra. Dora Mónica Navarro:

Que por sus fundamentos, adhiero al voto de la vocal preopinante, Dra. Mónica Viviana Carné.

Voto de la Dra. CPN Silvia Ester Hardoy:

Que no obstante la elevada consideración que me merece la opinión de las colegas de Sala, me veo en la necesidad de realizar el presente a fin de dejar a salvo el criterio que he sostenido en casos análogos respecto de algunos de los tópicos debatidos en autos. No obstante ello, adelanto mi adhesión al criterio resolutivo propuesto.

Que de ese modo con relación al pedido de prescripción formulado –compartiendo los argumentos expuestos relativos al momento en que se produjo la exteriorización de los instrumentos gravados– debo señalar que el cómputo del plazo prescriptivo, realizado de conformidad al juego armónico de los arts. 131 y 133 del Código Fiscal (t.o. en 2004 y concordantes anteriores), permiten concluir que en el momento de notificarse la resolución determinativa impugnada en autos, las obligaciones fiscales por ella determinadas no se encontraban prescriptas, habiendo operado en dicho momento la causal suspensiva consagrada en el artículo 135, inc. a) de la normativa citada.

Que asimismo considero que por el momento, este Cuerpo no se encuentra habilitado para pronunciarse sobre la constitucionalidad del ordenamiento fiscal en lo relativo al inicio de dicho plazo prescriptivo ni a las causales de suspensión o interrupción, en la medida que no existen pronunciamientos expresos de los órganos jurisdiccionales mencionado por el art. 12 del Código Fiscal que permitan adoptar tal temperamento, aunque desde la doctrina sentada por nuestro Máximo Tribunal federal en Fallos 326:3899, recientemente ratificada en el fallo dictado en autos: “Recurso de hecho deducido por Casa Casmma S.R.L. en la causa Casa Casmma S.R.L. s/concurso preventivo s/incidente de verificación tardía (promovido por Municipalidad de La Matanza)” de fecha 26/3/09 resulta posible colegir que –por idénticos fundamentos a los expuestos– dichas normas podrían resultar constitucionalmente objetables. Idéntica consideración permiten realizar las causas resueltas por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires: C. 81.253, “Fisco de la Provincia de Buenos Aires. Incidente de revisión en autos: ‘Cooperativa Provisión Almaceneros Minoristas de Punta Alta Limitada. Concurso preventivo’”; C. 82.121, “Fisco de la Provincia de Buenos Aires. Incidente de revisión en autos: ‘Barrere Oscar R./quiebra’”; C. 84.445, “Fisco de la Provincia de Buenos Aires. Incidente de revisión en autos ‘Montecchiari Dardo s/quiebra’; “Fisco de la Provincia de Buenos Aires. Incidente de Revisión en autos: ‘Moscoso José Antonio. Concurso preventivo’”; C. 87.124, “Fisco de la Provincia de Buenos Aires. Incidente de Revisión en autos: ‘Maggi Asociados S.R.L. Concurso preventivo’”), todas ellas del 30/5/07.

Que respecto de la aplicación al caso de autos de la Ley 12.397, normativa invocada en la resolución apelada, debo señalar que la misma no ha tenido incidencia en el caso concreto, habiendo fijado mi criterio respecto de su ámbito de aplicación en los votos –en minoría– formuladas en las causas “Trenes de Buenos Aires S.A.” (sentencia del 10/11/05) “Telinver - Meller Comunicaciones S.A. - U.T.E.” (sentencia del 3 de noviembre de 2005) y “SEREM S.R.L.” (sentencia del 22 de diciembre de 2005), “Giac Gas S.A.” (sentencia del 28 de noviembre de 2006), entre muchas otras.

Que respecto del agravio por medio del que se cuestiona la base imponible del tributo, he de concluir que el mismo se encuentra formulado en modo técnicamente insuficiente. Conforme lo ha expresado este Cuerpo “... la expresión de agravios por parte del interesado contra el acto que se impugna es requisito esencial del recurso de apelación ... tal exigencia implica que el apelante debe hacer una razonada crítica del acto que cuestiona y señalar, en forma concreta, cuáles son los puntos del mismo que le perjudican o afectan, expresando los fundamentos de su disconformidad” (Alígena Argentina S.A. del 13/3/84 y “Cooperativa Rural General Viamonte” del 5/12/89, entre muchas otras).

Que desde la óptica señalada, la genérica formulación efectuada por el recurrente nada aporta a los fines del abordaje de la temática en cuestión, debiendo –frente a lo expuesto- prevalecer la presunción de legitimidad de la resolución determinativa, en su condición de acto administrativo.

Que finalmente, debo señalar que, en materia de responsabilidad solidaria, la suscripta sostuvo, en autos “Supermercado Las Dunas S.A.” (sentencia de fecha 25/4/07, Registro Nº 1.107) que aquella tiene naturaleza represiva, remitiéndome “breviatis causae” a los argumentos allí expuestos, debiendo dejar a salvo mi opinión al respecto, no obstante lo cual, ello no modifica la resolución que corresponde adoptar en el caso “sub examine”.

Que en tal sentido dejo expresado mi voto.

Por ello,

SE RESUELVE:

Hacer lugar parcialmente al recurso de apelación interpuesto por el Sr. Mario Leyra en su carácter de apoderado de la firma Ashira S.A. y de los Sres. Eduardo Manuel García, Enrique Schreker, Alicia M. Acuña, Mark Perrin Lowrey, Roxana Kahale, Jhon Stankiewicz y Carlos Scarpatti contra la Res. Determinativa y Sumarial 1384/04 de fecha 14/12/04, y en consecuencia:

1. Dejar sin efecto la multa por omisión del pago del impuesto de sellos respecto del contrato concertado el 15/4/94 aplicada en el art. 6 de la Resolución mencionada.

2. Eximir de la responsabilidad solidaria establecida en el art. 9 del mencionado acto a los Sres. Enrique Schreker, Alicia M. Acuña, Mark Perrin Lowrey, Roxana Kahale, y Jhon Stankiewicz.

3. Confirmar la Res. 1.384/04 dictada por la Subdirección de Coordinación Operativa Metropolitana de la ex Dirección Provincial de Rentas, en todas las demás cuestiones. Regístrese, notifíquese a las partes mediante cédula y al Fiscal de Estado con remisión de las actuaciones. Cumplido, devuélvase.

Registro Nº 1.667.

Firman: Dra. Mónica Viviana Carné, Dra. Dora Mónica Navarro, Cra. Silvia Ester Hardoy.

Ante mí: Dr. Eduardo Aníbal Alza, secretario de Sala III.
